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Violencia de 
género: todas las 
Administraciones 
a una

L a lucha contra la violencia de género ha de 
abordarse no solo desde la necesaria perspectiva 
de su represión penal, sino que, centrando 

especialmente la atención en las víctimas causadas 
por esta lacra social, es esencial que todas las 
Administraciones implicadas arbitren medidas que 
permitan la prevención, atención y recuperación 
de aquéllas, mediante una actuación global e 
integral.

Conscientes de las devastadoras consecuencias, 
personales, familiares y sociales, de los delitos de 
violencia de género y, en todo caso, impulsadas por 
las personas afectadas por esta realidad tristemente 
incesante, las distintas administraciones públicas han 
ido adoptando planes de colaboración específicos 
que han cristalizado en protocolos de actuación 
cuya principal finalidad, sobre el papel, es garantizar 
los derechos de las víctimas de violencia de género, 
estableciendo procedimientos de coordinación entre 
los distintos ámbitos de actuación.

Es destacable reseñar que, a pesar de las dificultades 
que entraña el hecho de que sean diferentes 
administraciones públicas las competentes en la 
atención integral a las víctimas de violencia de género, 
entendemos que una respuesta eficaz ha de implicar 
que el abordaje se enfoque como un sistema: el 
Sistema frente a la Violencia de Género. 

El Estatuto de Autonomía para Andalucía (LO 2/2007, de 
19 de marzo), reconoce en su Título I, el derechos de las 

Un protocolo marco de 
coordinación institucional 
para erradicar esta 
lacra social y evitar una 
victimización adicional 
de las mujeres

mujeres a una protección integral contra la violencia 
de género, que incluirá medidas preventivas, 
medidas asistenciales y ayudas públicas (artículo 16 
derechos sociales); así como entre las competencias 
de nuestra Comunidad Autónoma, de su Título II, 
se refiere a las atinentes a las políticas de género, 
declarando que corresponde a la Comunidad 
Autónoma la competencia compartida en materia de 
lucha contra la violencia de género, la planificación 
de actuaciones y la capacidad de evaluación y 
propuesta ante la Administración central. Sin que ello 
obste a la facultad de la Comunidad Autónoma de 
establecer autónomamente medidas e instrumentos 
para la sensibilización sobre la violencia de género 
y para su detección y prevención, así como de 
regular servicios y destinar recursos propios para 
conseguir una protección integral de las mujeres 
que han sufrido o sufren este tipo de violencia 
(artículo 73.2).

En relación con lo anterior, fue dictada la Ley 
autonómica 13/2007, 26 noviembre, de medidas 
de prevención y protección integral contra la 
violencia de género.

En la actualidad, Andalucía ha asumido este 
compromiso mediante el Acuerdo por el que 
se aprueba el Procedimiento de Coordinación 
y Cooperación Institucional para la Mejora en 
la Actuación ante la Violencia de Género en 
Andalucía, de 3 de junio de 2013, cuya aplicación 
práctica desembocó en el Protocolo Marco de 
Coordinación Institucional de 14 de julio de 2016, 
con el objetivo de delimitar el campo concreto de 

actuación competencial 
de cada recurso o 
servicio especializado 
en violencia de género 
y  s u s  p r o t o c o l o s 
internos de actuación, 
en coordinación con los 
restantes, de tal manera 
que se pos ib i l i ten 
circuitos de atención y 
asistencia y derivación 
entre los mismos, que 
eviten la victimización 
adicional de las mujeres.

L a  c o o r d i n a c i ó n 
i n s t i t u c i o n a l ,  e n 
definitiva, precisa de una 
armonización superior, 
de una visión de conjunto 
prefijada, que permita la 
intervención automática y sistemática de los distintos 
recursos y servicios del engranaje, para una atención 
integral protocolizada, en los ámbitos judicial, 
policial, de atención sanitaria y social, de educación 
y de inserción laboral, cada uno de ellos con sus 
respectivos itinerarios personalizados, circuitos, 
procedimientos de actuación y protocolos; pero al 
mismo tiempo convenientemente acompasados.

Por su parte, el Acuerdo de 3 de junio de 2013 
ha sido asimismo objeto de ejecución mediante 
sendos Reglamentos de creación y funcionamiento 
de las Comisiones Locales contra la Violencia 

“ En la 
actualidad, 
Andalucía ha 
asumido este 
compromiso 
mediante el 
Acuerdo por el 
que se aprueba 
el Procedimiento 
de Coordinación 
y Cooperación 
Institucional 
para la Mejora 
en la Actuación 
ante la Violencia 
de Género”
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de Género y de las Comisiones Provinciales de 
seguimiento contra la Violencia de Género, de 14 
de julio de 2016.

Toda iniciativa que, ciñéndose a las exigencias legales 
o incluso mejorando sus mínimos, emane de los 
poderes públicos y pretenda implantar políticas 
públicas a favor de las víctimas de violencia de género, 
preventivas, asistenciales o de otro orden, merece un 
juicio favorable por parte de esta Institución. Dignas 
de apoyo son también las reformas y adaptaciones 
de los instrumentos adoptados cuando, con un 
fundamento empírico, buscan perfeccionar y pulir 
las disfunciones detectadas.

De los antecedentes expuestos no se desprende 
que, a simple vista, sea un defecto de regulación 
o de previsión de las políticas públicas el que 
podamos citar como causa de la insatisfacción 
y confusión que en diversas quejas dirigidas a 
esta Defensoría, han exteriorizado directamente 
mujeres víctimas de violencia de género que se han 
visto en la tesitura de transitar por los recursos y 
procedimientos de diversos ámbitos del “Sistema”, 
así como asociaciones de afectadas, y, con mayor 
objetividad, los profesionales, Letradas y Letrados, 
que asisten y asesoran en Derecho a las primeras.

Más bien pudiera residenciarse el defecto en 
razones relacionadas con la aplicación práctica 
de los protocolos y de inadecuada gestión de la 
coordinación; si bien, concretar estas posibles 
disfuncionalidades es uno de los objetivos 
perseguidos con la investigación de oficio iniciada 

en este año 2017, dirigida a conocer, analizar y 
valorar el grado de cumplimiento y eficacia de las 
previsiones establecidas en el Acuerdo de 3 de junio 
de 2013, por el que se aprueba el Procedimiento 
de Coordinación y Cooperación Institucional para 
la Mejora en la Actuación ante la Violencia de 
Género en Andalucía, así como en el Protocolo 
Marco de Coordinación Institucional de 14 de julio 
de 2016 y restantes elementos de aplicación; todo 
ello, poniendo en relación sus previsiones con las 
disfunciones denunciadas por usuarias víctimas de 
violencia de género, asociaciones y profesionales 
del ámbito referido.

“Plus-valía” 
municipal. La 
urgente reforma 
de un impuesto 
controvertido

E l tema de la financiación de las Administraciones 
locales siempre ha sido un asunto controvertido y 
polémico, sujeto a continuos cambios y vaivenes 

legislativos, que no parecen haber servido para lograr 
el objetivo último de garantizar el cumplimiento del 
principio de autosuficiencia de las haciendas locales 
que preconiza el art. 142 de la Constitución.

Actualmente, los ingresos que recaudan las haciendas 
locales son insuficientes para financiar el coste de los 
servicios públicos que prestan las Administraciones 
Locales, lo que las hace fuertemente dependientes de 
las transferencias de fondos provenientes del Estado 
y la Comunidad Autónoma.

Que es necesario reformar este sistema de financiación 
local es algo que nadie pone en discusión. Lo que 
no parece tan sencillo es 
conseguir que el acuerdo 
se traslade a la determinación 
de cuál debe ser el nuevo 
modelo y,  menos aun, 
lograr que dicho acuerdo 
se traduzca en el consenso 
necesario para la aprobación 
de la norma oportuna.

El problema es que el 
t iempo sigue pasando 
inexorablemente sin que 
la nueva regulación se 
apruebe y, mientras tanto, 

“ El tiempo 
sigue pasando 
inexorablemente 
sin que la nueva 
regulación 
se apruebe y, 
mientras tanto, 
las carencias 
del sistema se 
hacen cada vez 
mas notorias 
y evidentes”

Un tributo que viene siendo 
cuestionado por un sector 
importante que considera 
que supone un caso claro 
de doble imposición, por 
gravar hechos que ya han 
sido objeto del oportuno 
gravamen en sede del IRPF
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